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González y las Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 
Piñero González, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos el señor Héctor M. Ortiz Rivera 

(Señor Ortiz o el Peticionario) mediante recurso de 

Certiorari. Solicita la revisión de una Resolución emitida 

el 6 de diciembre de 2015 y notificada el 17 de diciembre 

de 2015 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Bayamón (TPI) en el caso civil núm. D DP2013-0164, 

Díaz Hernández v. Ortiz Rivera, et al. En dicho dictamen, 

el TPI declara No Ha Lugar una Moción Solicitando que 

se dicte Sentencia Sumaria que presentó el señor Ortiz a 

base de la defensa afirmativa de prescripción. 

Oportunamente, el Peticionario presenta una Moción de 

Reconsideración que fue denegada mediante Resolución 
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emitida el 20 de enero de 2016, notificada el 26 de enero 

del corriente.  

Por los fundamentos que exponemos a 

continuación, expedimos el auto de certiorari solicitado y 

confirmamos la resolución recurrida.  

I. 

Resumimos a continuación los hechos esenciales y 

pertinentes para disponer del recurso, según surgen del 

expediente ante nuestra consideración. 

 El 22 de febrero de 2012 la señora Norma Díaz 

Hernández (Sra. Díaz), el señor Gilberto Class Miranda y 

la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos 

(en conjunto, los Recurridos) instan ante el TPI Demanda 

de Daños y Perjuicios en contra del señor Ortiz, Urólogo, 

y el Hospital Oncológico de Puerto Rico.1 En síntesis, 

aducen que la Sra. Díaz fue referida al señor Ortiz quien 

es médico de profesión el cual le realiza el 24 de febrero 

de 2011 una cirugía para elevarle la vejiga. Afirman que, 

al darla de alta, dicho médico le remueve una sonda y 

unas gasas que le introdujo en la vagina pues le indica 

que sangró mucho “pero que todo estaba bien”, y que “le 

había hecho algo que a su esposo le iba a gustar”. 

Manifiestan que la Sra. Díaz luego experimentó 

supuración del tracto urinario, sangrado vaginal y dolor 

al sostener relaciones sexuales y que, el 9 de mayo de 

2011, acude ante la ginecóloga María del Carmen Pérez 
                                                 
1  Además, incluyeron como codemandada a la Compañía Aseguradora XYZ. 
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Iglesias, quien le indica que su condición es irreversible 

pues, al elevarle la vejiga, se formó una curvatura al final 

de su vagina. Afirman que fue entonces que supieron que 

algo irregular ocurrió en la operación. Sostienen que el 

señor Ortiz fue negligente en su desempeño profesional al 

no ofrecerle alternativas de tratamiento a la Sra. Díaz y al 

provocarle una complicación inaceptable pues, como 

resultado directo de la cirugía, ésta sufre de una 

curvatura severa en el tracto vaginal, resultante de que 

no contó con un consentimiento informado, así como 

padece aún de incontinencia urinaria, condición por la 

que se operó. Alegan, además los recurridos, que el señor 

Ortiz y el Hospital Oncológico, en donde se realizó la 

operación, son solidariamente responsables y solicitan 

ser indemnizados por los daños físicos de la Sra. Díaz y 

por los daños emocionales sufridos que los Recurridos.  

 El 9 de abril de 2013 el señor Ortiz presenta Moción 

de Prórroga para Alegar. Posteriormente, el 10 de junio 

de 2013, formula Contestación a Demanda en la que 

alega que le informó a la Sra. Díaz que su diagnóstico era 

de “true urinary stress incontinence”, cuyo tratamiento 

es quirúrgico y que ella, luego de conocer los posibles 

riesgos, accedió a operarse. Aun cuando aceptó otros 

hechos, negó haber incumplido con las exigencias de su 

profesión. Expone, entre sus defensas afirmativas, que 

no incurrió en negligencia y que las distintas 
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reclamaciones estaban prescritas o les aplicaba la 

doctrina de incuria.    

Los Recurridos presentan el 24 de abril de 2014 

Demanda Enmendada. Además de reiterar sus 

alegaciones originales, plantean que, a raíz de continuas 

infecciones y dolor, la Sra. Díaz fue evaluada por el señor 

Pedro Piquer Merino, Urólogo, quien le realiza una 

cistoscopía y, según su informe médico, encontró un 

cuerpo extraño en el área de su vejiga. Afirman que el 17 

de octubre de 2013 se le extrajo quirúrgicamente a la 

Sra. Díaz un cuerpo extraño que fue descrito en el 

reporte de patología como un segmento de sutura color 

azul. Alegan que el señor Ortiz negligentemente dejó 

dicho objeto en su cuerpo al operarla y, en la alternativa, 

que éste deja en el cuerpo de la Sra. Díaz material para 

suturar en el área de la vejiga que no era adecuado para 

ese fin. Reclaman que dicho acto de negligencia le 

provocó a la Sra. Díaz continuos dolores, sangrado e 

infecciones. En consecuencia, elevan la suma reclamada 

por concepto de indemnización por los daños sufridos. 

El señor Ortiz presenta el 9 de junio de 2014 

Moción Informativa y en Solicitud de Prórroga en la que, 

en vista de que los Recurridos añaden una nueva causa 

de acción, solicita un término adicional para contestar la 

Demanda. En su Contestación a Demanda Enmendada 

del 4 de agosto de 2014, el señor Ortiz niega las nuevas 
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alegaciones de negligencia en su contra. Repite, entre sus 

defensas afirmativas, que las reclamaciones estaban 

prescritas o les aplicaba la doctrina de incuria.  

Es así que el señor Ortiz presenta el 16 de 

septiembre de 2015 Moción Solicitando se dicte 

Sentencia Sumaria por Prescripción. Afirma que surge de 

la Demanda que opera a la Sra. Díaz el 24 de febrero de 

2011 y que el 9 de mayo de 2011, fue que los Recurridos 

adivinen en conocimiento de que algo irregular ocurrió en 

la operación. Indica el Peticionario, que los Recurridos 

conocen desde el 9 de mayo de 2011 de los alegados 

daños y su causante. Asevera que el término prescriptivo 

de un año que estos tienen para instar la causa de acción 

en su contra comenzó a transcurrir nuevamente desde el 

21 de febrero de 2012, fecha en que le cursan una carta –

en la naturaleza de comunicación extrajudicial-con fines 

interruptores. Alegan que desde dicha fecha y hasta el 22 

de febrero de 2013, transcurrieron 367 días, por lo que, 

aun cuando el 2012 fue año bisiesto, la Demanda se 

instó expirado ya el término prescriptivo. Solicita que se 

dicte Sentencia Parcial, según dispuesto en la Regla 42.3 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, y que se 

desestime con perjuicio la demanda en su contra.  

Los Recurridos presentan el 13 de octubre de 2015 

Moción en Oposición a Sentencia Sumaria. Señalan que 

la alegación de prescripción del señor Ortiz fue tardía y 
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general, y que dicha defensa afirmativa no le aplicaba a 

la nueva causa de acción de su Demanda Enmendada, 

que fue presentada antes de que transcurriese un año 

desde octubre de 2013, cuando supieron del daño. 

Afirman que el Peticionario no alega la prescripción de 

forma clara y específica, ni acompañó una relación de 

hechos demostrativos de que le asiste tal defensa según 

lo requieren la Reglas 6.2 y 6.3 de Procedimiento Civil, 

supra.  

Los Recurridos plantean que el señor Ortiz pudo 

alegar correctamente dicha defensa desde el inicio del 

caso, pues la información necesaria para realizar el 

análisis que esbozó al solicitar la Sentencia Sumaria se 

desprendía de la Demanda y no dependía del 

descubrimiento de prueba. Según los Recurridos, aun 

cuando el señor Ortiz solicita prórroga, tanto al contestar 

la demanda original como la enmendada, se limita a 

alegar la prescripción de forma genérica por lo que debe 

entenderse que renunció a dicha defensa. Destacan que, 

luego de casi dos años de litigio, estaba pronta a 

celebrarse la Conferencia con Antelación al Juicio, pues 

solo restaba deponer a los peritos para culminar el 

descubrimiento de prueba. Afirman que debía denegarse 

su solicitud por ser formulada a destiempo y, en la 

alternativa, que debía continuar la segunda causa de 

acción.   
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En su Resolución del 6 de diciembre de 2015 el TPI 

determina que fue el 9 de mayo de 2011 que la Sra. Díaz 

por primera vez adviene en conocimiento de los alegados 

daños que sufrió a raíz de la operación que le realizó el 

señor Ortiz; que el 21 de febrero de 2012 ésta le envió 

una carta por correo certificado para reclamarle 

extrajudicialmente por los daños a su salud y que la 

Demanda se insta el 22 de febrero de 2013. Concluye que 

la carta cursada fue una reclamación extrajudicial que 

interrumpió el término prescriptivo de un año que tenían 

los Recurridos a tenor del Artículo 1868 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 5298. Decreta que a partir de entonces es 

cuando comienza a transcurrir un nuevo término 

prescriptivo que, a base de un año que consta de 365 

días, vencía el 21 de febrero de 2013. Sin embargo, 

concluye que, al comenzar el término a transcurrir en el 

2012 -un año bisiesto- debía añadírsele un día más al 

año, por lo que el cómputo debía hacerse a base de 366 

días. Ante ello, determina que los Recurridos tienen un 

día adicional para instar su Demanda, esto es hasta el 22 

de febrero de 2013, por lo que, al presentarla 

oportunamente, su causa de acción no estaba prescrita. 

En conclusión declara No Ha Lugar la solicitud de 

Sentencia Sumaria instada por el señor Ortiz.  
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Insatisfecho, el señor Ortiz presenta el  30 de 

diciembre de 2015 Moción de Reconsideración.2 Afirma 

que, al analizar mes por mes el número de días 

transcurridos entre la fecha en que la Sra. Díaz envió su 

carta el 21 de febrero de 2012, y la fecha en que se instó 

la Demanda era inescapable concluir que pasaron 367 

días, por lo que la causa de acción estaba prescrita. 

Incluye una tabla con los cálculos que aduce sustentan 

dicho análisis. Afirma que los Recurridos tenían hasta el 

21 de febrero de 2013, día laborable, para interrumpir el 

término prescriptivo pero no lo hicieron, por lo que no se 

ameritaba extender el término hasta el 22 de febrero de 

2013. Al destacar la facultad inherente que tienen los 

tribunales de corregir los cálculos matemáticos, solicitó 

que se desestimara la Demanda.  

El 19 de enero de 2016 los Recurridos presentan 

Moción en Cumplimiento de Orden y en Oposición a 

Moción de Reconsideración de Resolución Dictada. 

Reiteran que no debía dictarse Sentencia Sumaria en el 

caso pues existe controversia en cuanto a la prescripción 

de la Demanda. Insisten en que la alegación de 

prescripción fue tardía. Mediante Resolución emitida el 

20 de enero de 2016,y notificada el 26 de enero del año 

en curso, el TPI declara No Ha Lugar la Moción de 

Reconsideración.  

                                                 
2 El título completo de dicha moción es Moción de Reconsideración: De la 
Resolución Dictada por Este Honorable Tribunal el Día 6 de Diciembre de 2015 

y Notificada el Día 17 de Diciembre de 2015.  
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Inconforme aun el señor Ortiz presenta el 25 de 

febrero de 2016 el recurso de título y le imputa al TPI la 

comisión del siguiente error:   

PRIMER ERROR: EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA INCURRIÓ EN ERROR MANIFIESTO AL 
COMPUTAR QUE LOS TRESCIENTOS SESENTA Y 

SEIS (366) DÍAS COMPRENDIDOS EN LOS AÑOS 
BISIESTOS, EXTENDÍA EL TÉRMINO DE 

PRESENTAR LA DEMANDA DESDE EL 21 DE 
FEBRERO DE 2012, DÍA QUE COMENZÓ A 
DECURSAR NUEVAMENTE EL TÉRMINO 

PRESCRIPTIVO, HASTA EL 22 DE FEBRERO DE 
2012, DÍA EN QUE LA PARTE DEMANDANTE 

PRESENTÓ LA DEMANDA, CUANDO UN ANÁLISIS 
DEL CÓMPUTO MES POR MES DEL NÚMERO DE 
LOS DÍAS TRANSCURRIDOS DEMUESTRA QUE EN 

REALIDAD TRANSCURRIERON TRESCIENTOS 
SESENTA Y SIETE (367) DÍAS.  
 
Luego de concederle término para ello, el 21 de abril 

de 2016, los Recurridos presentan Memorando en 

Oposición a la Expedición del Auto de Certiorari. De otro 

lado, el señor Ortiz presenta el 26 de abril de 2016 

Moción Solicitando se Reconsidere Recurso de Certiorari 

sin Oposición de la Parte Demandante. El 3 de mayo de 

2016 el señor Ortiz presenta Moción Solicitando 

Autorización para Presentar Réplica. El 4 de mayo de 

2016 presenta Moción Enmendada Solicitando 

Autorización para Presentar Réplica. Habiéndole 

concedido un breve término para ello, el 9 de mayo de 

2016, el señor Ortiz presenta Réplica a Oposición de 

Certiorari mientras que el 18 de mayo de 2016 presenta 

Moción en Cumplimiento de Orden.  

Con el beneficio de las comparecencias de las partes 

y a tenor del Derecho aplicable, procedemos a resolver.  
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II. 

-A- 

Sabido es que el auto de certiorari es el vehículo 

procesal discrecional que le permite a un tribunal de 

mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 

307, 337-338 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009). Ha destacado nuestro más alto foro que 

“[l]a característica distintiva de este recurso se asienta en 

la discreción encomendada al tribunal revisor para 

autorizar su expedición y adjudicar sus méritos”. IG 

Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 338.  Conforme fue 

aprobada en el año 2009, la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, alteró 

sustancialmente el anterior esquema casi irrestricto de 

revisión interlocutoria de órdenes y resoluciones emitidas 

por el TPI para dar paso a uno mucho más limitado. IG 

Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 336. Dispone, en lo 

pertinente:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 de éste 

apéndice o de la denegatoria de una moción de 
carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 

dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones 
podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 
dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando 

se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de 
testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 
relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 

rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 
que revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación constituiría 
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un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar la 
expedición de un recurso de certiorari en estos casos, 

el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión.  

 
Con el fin de que podamos ejercer de una manera 

sabia y prudente nuestra facultad discrecional de atender 

o no en los méritos de los asuntos que se noes plantean 

mediante el recurso de certiorari, la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

establece los criterios que debemos considerar al atender 

una solicitud de expedición del auto:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.  
B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  
D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  

 
Sólo podremos intervenir con el ejercicio de la 

discreción en aquellas situaciones en que se demuestre 

que el foro recurrido: (1) actuó con perjuicio o 

parcialidad; (2) incurrió en un craso abuso de discreción; 

o (3) se equivocó en interpretar o aplicar cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo. Rivera Durán v. Bco 

Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). Aun cuando 

determinar si un tribunal ha abusado de su discreción 
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no es tarea fácil ello ciertamente está relacionado de 

forma estrecha con el concepto de razonabilidad. Íd. En 

este ámbito se ha definido la discreción como “una forma 

de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una condición justiciera”. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, supra, pág. 338. 

-B- 

Conforme lo dispone la Regla 6.2 (a) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V,  la parte a quien le 

corresponda presentar una alegación responsiva deberá 

no solo admitir o negar las aseveraciones que formule la 

parte demandante sino que deberá, a su vez, exponer 

“sus defensas contra cada reclamación interpuesta, junto 

con una relación de los hechos demostrativos de que le 

asisten tales defensas”. (Énfasis suplido.) El presente 

texto de la Regla, según lo explicó el Comité Asesor 

Permanente de Reglas de Procedimiento Civil, es 

producto de una enmienda que surgió a raíz del criterio 

de que las contestaciones a demandas se habían 

convertido en documentos sin “valor real alguno para el 

tribunal ni para los demandantes” ello pues, de 

ordinario, las partes se limitaban a “negar o aceptar 

escuetamente las aseveraciones de la demanda y a 

enumerar un catálogo de defensas, sin aportar ningún 

hecho que las sustente”. (Énfasis suplido.) Informe de 

Reglas de Procedimiento Civil, Secretariado de la 
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Conferencia Judicial y Notarial del Tribunal Supremo de 

Puerto Rico, marzo de 2008, pág. 73. Fue la 

consideración de que dicho documento, de por sí, no 

contribuía a aclarar los hechos medulares de la 

controversia ni le permitía al tribunal conocer, “en 

términos generales, la teoría de defensa de los 

demandados” lo que indujo a enmendar la referida regla 

a los fines de remediar la situación. Íd.  

La Regla 6.3 de Procedimiento Civil, supra, fue 

también objeto de modificación. En ésta, se enumeran las 

diversas defensas afirmativas que puede esbozar la 

persona demandada en su alegación responsiva siendo 

éstas defensas que “comprenden materia de naturaleza 

sustantiva y/o materia constitutiva de excusa por la 

cual, la parte demandada no debe responder a las 

reclamaciones en su contra” Presidential v. Transcaribe, 

186 DPR 263, 280 (2012). Esto es, una defensa 

afirmativa “es la afirmación que hace el demandado con 

hechos o argumentos que, de ser ciertos, derrotan el 

reclamo del demandante, incluso si todas las alegaciones 

del demandante fueran presumidas correctas”. R. 

Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San 

Juan, Lexisnexis, 2010, pág. 34. Al enmendar el texto de 

la Regla de 1979, se incorporó lo resuelto en el caso Díaz 

Ayala et al. v. E.L.A., 153 DPR 675, 696 (2001), por lo 
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que, en la actualidad, la referida Regla establece lo 

siguiente:  

Estas defensas deberán plantearse en forma clara, 
expresa y específica al responder a una alegación o se 

tendrán por renunciadas, salvo la parte advenga en 
conocimiento de la existencia de la misma durante el 
descubrimiento de prueba, en cuyo caso deberá hacer 

la enmienda a la alegación pertinente. 
 
El Tribunal Supremo además ha expresado que las 

“defensas afirmativas se tienen que plantear aseverando 

los hechos que las sustentan” lo que “[q]uiere decir, que si 

meramente se alega la defensa afirmativa, la alegación 

es insuficiente y se entiende que se renunció”. 

(Énfasis suplido.) Presidential v. Transcaribe, supra, R. 

Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San 

Juan, Lexisnexis, 2010, pág. 251. Cónsono con ello, 

comenta el tratadista Cuevas Segarra:  

Ya no es posible copiar el listado de defensas que 
reconoce la Regla 6.3 sin explicaciones. La nueva Regla 
6.2 (a) requiere que la parte exponga sus defensas 
contra cada reclamación interpuesta, junto con una 
relación de los hechos demostrativos de que le asisten 
tales defensas. Si se incumpliere, el tribunal, a 

iniciativa propia o a solicitud de parte, podrá dictar 
una orden para requerirle que satisfaga las nuevas 

exigencias, Regla 6.2 (b), y de no hacerlo, el Tribunal 
puede o eliminarle la defensa y/o prohibirle presentar 
prueba sobre la misma. En la versión aprobada por el 

Tribunal Supremo para esta Regla, en su inciso (d), se 
consignó el nuevo requisito de que las negaciones 

impugnarán en lo sustancial las aseveraciones 
correspondientes y expresarán afirmativamente la 
versión de los hechos negados por la parte que 

presenta la alegación responsiva. (Énfasis Suplido.) 
J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal 

Civil, San Juan, Publicaciones JTS 2011, 2do ed, T. II, 
pág. 398. 
 
En caso de que sea durante el descubrimiento de 

prueba que la parte adviene en conocimiento de la 

existencia de una defensa afirmativa, deberá enmendar 
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su alegación, según corresponda. Regla 6.3 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. Ello, siempre que se 

demuestre que no omitió alegarla por falta de diligencia. 

López v. J. Gus Lallande, 144 DPR 774, 792 (1998); 

Meléndez v. El Vocero de Puerto Rico, 144 DPR 389, 399 

(1997).  

Al ser una Defensa Afirmativa, la prescripción “debe 

plantearse de forma expresa y oportuna, o de lo 

contrario, se entiende renunciada”. Meléndez Guzmán v. 

Berríos López, 172 DPR 1010, 1017 (2008); Álamo Pérez 

v. Supermercado Grande, 158 DPR 93 (2002). Salvo 

contadas excepciones, esta defensa deberá plantearse en 

la alegación responsiva. Álamo Pérez v. Supermercado 

Grande, supra, pág. 104. Para reavivar la defensa de 

prescripción habrá no solo que demostrar que la omisión 

de presentarla oportunamente no se debió a una falta de 

diligencia sino también que “no ha de irrogarse 

substancial perjuicio en términos de una solución justa, 

rápida y económica a la parte contra quien se opone." 

Texaco P.R., Inc. v. Díaz, 105 DPR 248, 250 (1976); 

Véase, Torres Cruz v. Municipio de San Juan, 103 DPR 

217 (1975). 

Por su valor persuasivo, citamos el análisis 

expresado en el caso H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Constr., 

190 DPR 597, 619-620 (2014) (Opinión Concurrente de la 
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Juez Asociada señora Pabón Charneco a la cual se unió 

el Juez Asociado, señor Rivera García): 

A manera de ejemplo, la Regla 6.3, supra, 
enumera varias defensas afirmativas y dispone que 

deberán plantearse de forma clara, expresa y 
específica. Esto implica que no pueden alegarse de 
modo general, sino que la parte tiene que ser 

específica al momento de presentarla. Además, luego 
de las modificaciones que sufrió la Regla 6.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, la alegación de la 
defensa deberá acompañarse también de una relación 
de hechos que la fundamenten. Es decir, no basta con 

mencionarla, sino hay que fundamentarla; de lo 
contrario, se entenderá que la parte ha renunciado a 
la defensa. Regla 6.3, supra. Véase, además, 

Presidential v. Transcaribe, 186 DPR 263, 280 (2012).  
 

Por consiguiente, una defensa afirmativa deberá 
incluirse al momento de contestar la alegación; no 

puede plantearse en ninguna otra etapa posterior del 
proceso judicial. Hernández Colón, op. cit., pág. 251. 
Véase, además, Díaz Ayala et al. v. E.L.A., 153 DPR 

675, 695 (2001). Como excepción a esta regla, se 
podrá presentar posteriormente si la parte supo de 

ésta durante el descubrimiento de prueba. Regla 6.3, 
supra. Esta es la única circunstancia que las Reglas de 

Procedimiento Civil consideran para que se permita 
enmendar la alegación e incluir una defensa 
afirmativa. Ciertamente, esto está sujeto a que se 

demuestre que la omisión no se debió a falta de 
diligencia alguna. Comité Asesor Permanente de 
Reglas de Procedimiento Civil, Informe de Reglas de 
Procedimiento Civil, Secretariado de la Conferencia 
Judicial y Notarial del Tribunal Supremo de Puerto 

Rico, marzo de 2008, pág. 76 (citando a López v. J. 
Gus Lallande, 144 DPR 774 (1998)). 

 
C. 

Una de las formas en la que se extinguen las 

acciones y los derechos es la prescripción. Art. 1830 del 

Código Civil, 31 LPRA § 5241. La persona del legislador 

ha pautado, en los distintos cuerpos de ley, los términos 

prescriptivos para la extinción de los diversos derechos y 

acciones. Santos de García v. Banco Popular, 172 DPR 

759, 766 (2007). Esta figura es de naturaleza sustantiva 

y se rige por las disposiciones del Código Civil. Fraguada 
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Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, 186 DPR 365, 373 (2012). 

Aplica, como cuestión de derecho, por el mero transcurso 

del tiempo, salvo que suceda alguno de los supuestos 

previstos por nuestro ordenamiento jurídico. Art. 1861 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 5291; Íd. Su eficacia es 

independiente de la voluntad del titular o de lo que 

motivó su pasividad. Santos de García v. Banco Popular, 

supra, pág. 767. 

Su existencia responde a la presunción legal de 

abandono que surge por el transcurso del tiempo 

determinado por la ley sin que se reclame un derecho. 

Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra; Maldonado 

v. Russe, 153 DPR 342, 347 (2001). El fin esencial de los 

términos prescriptivos es “garantizar la estabilidad 

económica y social de las relaciones bilaterales, al 

estimular el rápido reclamo del cumplimiento de las 

obligaciones contractuales o legales y procurar así la 

tranquilidad del obligado contra la eterna pendencia de 

una acción civil en su contra”. (Citas omitidas.) Cintrón v. 

E.L.A., 127 DPR 582, 588 (1990). La figura busca, a su 

vez, sancionar la inercia en el ejercicio de los derechos y 

estimular el ejercicio expedito de las acciones. Fraguada 

Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra, pág. 373. La 

prescripción conlleva la desestimación de cualquier 

demanda instada fuera del término provisto para ello. 

Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, 170 DPR 149, 166 



 
 

 
KLCE201600286 

 

18 

(2007). Sin embargo, no se trata de una figura rígida, 

sino que permite ajustes judiciales, a tenor de lo que sea 

justo, según la situación particular de cada caso. 

Maldonado v. Russe, supra. 

El Artículo 1873 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5303, dispone que “[l]a prescripción de las acciones se 

interrumpe por su ejercicio ante los tribunales, por 

reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier 

acto de reconocimiento de la deuda por el deudor.” Dado 

que la prescripción debe ser la excepción y no la norma, 

nuestro ordenamiento potencia el ejercicio y la 

conservación de un derecho a través del uso de medios 

interruptivos de la prescripción. Galib Frangie v. El 

Vocero de P.R., 138 DPR 560, 567 (1995). Desde el 

momento en que ocurre el acto interruptor, comenzará a 

transcurrir de nuevo el término prescriptivo por entero. 

Arce Bucetta v. Motorola, 173 DPR 516, 537 (2008); Díaz 

de Diana v. A.J.A.S., 110 DPR 471, 474 (1980).     

La interrupción de la prescripción mediante 

reclamación extrajudicial se refiere a la manifestación 

inequívoca de quien, amenazado con la pérdida de su 

derecho, expresa su voluntad de no perderlo.  Sánchez v. 

Aut. De los Puertos, 153 DPR 559, 568 (2001). En nuestro 

ordenamiento se adoptó la norma de que una 

reclamación extrajudicial es un “acto de declaración de 

voluntad de naturaleza recepticia” por lo que debe ser 
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dirigido y recibido por el sujeto pasivo del derecho. (Citas 

omitidas.) Meléndez Guzmán v. Berríos López, supra, pág. 

1020. Consecuentemente, no se puede reconocer la 

eficacia interruptiva de un acto si no va dirigido “al 

obligado o sujeto pasivo de la acción, sino a terceros, a 

personas distintas a la generalidad”. Íd.; Zambrana 

Maldonado v. E.L.A., 129 DPR 740 (1992). 

Acto interruptivo es aquel que “representa la 

manifestación inequívoca de una voluntad contraria al 

mantenimiento de la situación inerte que está 

manifestada con anterioridad a que el plazo de 

deliberación se agote”. (Citas omitidas.) Galib Frangie v. 

El Vocero de P.R., supra, pág. 567. Los actos 

interruptivos requieren: (a) oportunidad, pues han de ser 

realizados ante de que se consume el plazo; (b) 

legitimación, pues el ejercicio le corresponde al titular del 

derecho o la acción; (c) identidad, pues la acción 

ejercitada ha de responder directamente al derecho 

afectado por la prescripción e (d) idoneidad del medio 

utilizado. Íd. No existe una definición taxativa en cuanto 

a los actos que pueden constituir una reclamación 

extrajudicial, admitiéndose como tal todos aquellos en los 

que quede patente la voluntad del acreedor. Íd.  

Tampoco hay requisitos de forma para realizar una 

reclamación extrajudicial. Pereira Suárez v. Jta. Dir 

Cond., 182 DPR 485, 505 (2011). Podrá efectuarse de 
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forma escrita o verbal, siempre que ocurra dentro del 

término prescriptivo. Meléndez Guzmán v. Berrios López, 

supra, pág. 1019. Aun cuando la reclamación 

extrajudicial podrá consumarse mediante diversos actos, 

“todos ellos han de cumplir con los requisitos genéricos 

de oportunidad, identidad, legitimación e idoneidad antes 

reseñados”. Pereira Suárez v. Jta. Dir Cond., supra, pág. 

506. Es el titular del derecho quien tendrá que demostrar 

que cumplió con los requisitos. Meléndez Guzmán v. 

Berrios López, supra, pág. 1020.  

La carta es un método reconocido tradicionalmente 

para efectuar una reclamación extrajudicial. De León v. 

Caparra Center, 147 DPR 797, 811, n. 9 (1999); 

Hawayek v. A.F.F., 123 DPR 526 (1989). En caso de que 

la reclamación extrajudicial se realice mediante una carta 

deberá contener los siguientes elementos: (a) una 

identificación clara de la persona del acreedor y del 

deudor- la carta debe dirigirse a éste último; (b) una 

exposición, en términos generales, de los elementos 

necesarios en derecho para entablar una reclamación (en 

una reclamación por daños y perjuicios: describe el daño, 

el acto culposo o negligente, y establece la relación causal 

entre ambos); y, (c) un requerimiento del deudor de que 

adopte el comportamiento debido. De León v. Caparra 

Center, supra, pág. 806.  
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D. 

La acción al amparo del Art. 1802, supra, tiene un 

término prescriptivo de un año. Art. 1868 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 5298. Usualmente, el término 

transcurre desde que se conoce del daño y puede 

ejercerse la acción, momento que no siempre coincide 

con el momento en que el daño es sufrido. Rivera 

Prudencio v. Mun. de San Juan, 170 DPR 149, 166 

(2007); Santiago v. Ríos Alonso, 156 DPR 181, 189 

(2002). El Tribunal Supremo ha reconocido que la 

determinación del momento en que la persona 

perjudicada conoce del daño constituye con frecuencia 

“un delicado problema de prueba e interpretación”. 

Allende Pérez v. García, 150 DPR 892, 904 (2000). La 

parte demandante tendrá la carga de la prueba. Rivera 

Encarnación v. ELA, 113 DPR 383 (1982).  

Bajo la teoría cognoscitiva, es cuando la persona 

agraviada conoce del daño que puede reclamar 

indemnización. Allende Pérez v. García, supra, pág. 903. 

Para que comience a correr el término prescriptivo no 

solo debe conocer el daño sino quién se lo causó. Íd. Se 

ha destacado que el conocimiento que tiene la persona 

titular del derecho es un factor determinante al evaluar si 

su causa de acción está prescrita, ya que no podrá 

ejercerla si de buena fe desconoce que tiene ese derecho. 

Íd.; Vega v. J. Perez & CIA., Inc., 135 DPR 746 (1994). 
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Ahora bien, estas consideraciones serán inaplicables si el 

desconocimiento que le impide ejercer su acción a la 

parte demandante proviene de su propia falta de 

diligencia. Vera v. Señor Bravo, 161 DPR 308, 326-327 

(2004); Vega v. J. Perez & CIA., Inc., supra.  

Conforme lo dispone el Art. 388 del Código Político, 

“[e]l tiempo en que cualquier acto prescrito por la ley 

debe cumplirse, se computará excluyendo el primer día e 

incluyendo el último, a menos que este sea día de fiesta, 

en cuyo caso será también excluido”. 1 LPRA sec. 72. 

Este artículo sólo aplica a situaciones en las que hay que 

cumplir un acto que prescribe la Ley. Destilería Serrallés 

Inc. v. Buscaglia, Tes., 66 DPR 649, 651-652 (1946). Al 

respecto interpretó nuestro más alto foro, que a los 

efectos de computar el término prescriptivo de una 

acción, “debe entenderse que el año consta de trescientos 

sesenta y cinco (365) días” salvo “si resulta que el mes de 

febrero de un año bisiesto queda comprendido en el 

término” en cuyo caso “el año se considerará de 

trescientos sesenta y seis (366) días”. (Énfasis suplido.) 

Ojeda v. El Vocero de P.R., 137 DPR 315, 354, n.19 

(1994); Escalera v. Andino, 76 DPR 268 (1954); Sánchez 

v. Cooperativa Azucarera, 66 DPR 346 (1946). En 

Escalera v. Andino, supra, pág. 272, explicó el Tribunal 

Supremo:  

Partiendo de la última disposición del artículo 8 de 

nuestro Código Civil, en cuanto a que si los meses 
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comprendidos dentro del término son determinables 
como unidades independientes, se computarán por los 

días que respectivamente tengan y considerando la 
aplicación del cuadrienio gregoriano a nuestro pueblo 

para los años bisiestos, adoptamos como regla local 
que el año legal será de 365 días si no resulta año 
bisiesto y, de 366 días si resulta el mes de febrero del 

año bisiesto comprendido dentro del término. 

 
IV. 

En este recurso el Peticionario plantea que el 

término prescriptivo comenzó a transcurrir nuevamente a 

partir del 21 de febrero de 2012, fecha en que los 

Recurridos cursaron su reclamación extrajudicial. Alega 

que, al ser el 2012 un año bisiesto, el término 

prescriptivo era de 366 días. Sin embargo, afirma que, al 

analizar mes por mes el número de días transcurridos 

entre el envío de la carta y la presentación de la 

Demanda el 22 de febrero de 2012, días cuyo conteo 

desglosó, el hecho incontrovertido es que pasaron 367 

días antes de que se incoara la reclamación por lo que 

está prescrita. Insiste en que los Recurridos tenían hasta 

el jueves 21 de febrero de 2013 para instar su causa de 

acción. Aclara, no obstante, que su solicitud de 

desestimación es solo en relación a la causa de acción 

contenida en la demanda original y no referente a la 

nueva causa de acción que se relaciona a la alegación de 

que el aquí Peticionario dejó un pedazo de sutura en la 

vejiga de la Sra. Díaz.  

Por su parte, los Recurridos en oposición alegan 

que, como resolvió el TPI, su causa de acción no está 
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prescrita. En la alternativa, afirman que, aun si lo 

estuviese, la solicitud que hizo el señor Ortiz al TPI en su 

moción de sentencia sumaria no solo fue tardía sino que, 

al alegar la defensa de prescripción de forma general, tal 

proceder equivale a una renuncia de la misma. Insisten 

en que si bien el señor Ortiz alegó la prescripción no lo 

hizo de forma clara, expresa y específica, ni mediante 

exposición de una relación de hechos que demostrara y 

fundamentara que la existencia de tal defensa. 

En su réplica, el señor Ortiz indica que el TPI no 

consideró el planteamiento de la renuncia de la defensa 

de prescripción, limitándose a fundamentar su dictamen 

en un conteo errado del término prescriptivo de la causa 

de acción. Resalta que los Recurridos no se opusieron a 

lo que expuso en su señalamiento de error. Afirma que la 

Regla 6.2 de Procedimiento Civil, supra, se refiere a las 

alegaciones de la Demanda que se niegan por falta de 

información suficiente; que la Regla 6.3 de Procedimiento 

Civil, supra, no requiere alegar hechos para sustentar 

defensas afirmativas. Destaca que es innecesario invocar 

hechos específicos en torno a la prescripción pues la 

defensa se explica por sí sola. Afirma que en los inicios 

de un litigio es casi imposible conocer hechos concretos 

que sustenten las defensas afirmativas y expresó que 

supo de la fecha exacta de la notificación extrajudicial al 

deponer a la Sra. Díaz. En la alternativa, aduce que, de 
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ser necesario exponer hechos para sustentar las defensas 

afirmativas, no hay término fijo para enmendar las 

alegaciones a dichos efectos por lo que ello debería ser 

posible hasta culminar el descubrimiento de prueba, en o 

antes de la Conferencia con Antelación al Juicio, que en 

este caso se pautó para el 2 de agosto del año en curso. 

Sostiene que mediante su moción de sentencia sumaria, 

que no fue tardía, sorpresiva o cercana al juicio, los 

Recurridos supieron de los hechos sobre la prescripción.  

En el recurso que nos ocupa, el Peticionario solicita 

la revisión de una denegatoria de la moción dispositiva 

en la que planteó la defensa de prescripción extintiva. Al 

estudiar y analizar el expediente, observamos que en su 

oposición a la moción de sentencia sumaria los 

Recurridos afirman que la defensa afirmativa de 

prescripción fue expuesta tardíamente y de forma 

general. Aun cuando surge de la Resolución que el TPI 

reconoció que se planteó el argumento de que la defensa 

de prescripción no se alegó correctamente3, no lo abordó 

expresamente, sino que procedió a interpretar si aplicaba 

la referida defensa a los hechos del caso. Habida cuenta 

de lo anterior, es nuestra interpretación de que el TPI 

                                                 
3 “El 13 de octubre de 2015 la parte demandante presentó una „Moción en 

Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria‟. Arguyó que la defensa afirmativa 

de prescripción no fue levantada correctamente por el codemandado Ortiz Rivera 

al contestar la demanda, porque tenía que aseverar hechos específicos que la 

fundamentaran. Subrayó que el doctor Ortiz Rivera se limitó a alegar la defensa 
afirmativa de prescripción, lo que resulta insuficiente, por lo cual se entiende 

renunciada.” Véase, pág. 65 del Apéndice del Recurso.  
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rechazó tácitamente el planteamiento sobre la 

formulación inadecuada de la defensa de prescripción. 

El marco jurídico antes enunciado refleja que, dado 

que la prescripción extintiva es una defensa afirmativa, el 

señor Ortiz debió hacerla formar parte de su alegación 

responsiva. Al examinar su Contestación a Demanda, 

advertimos, que en efecto, entre sus defensas 

afirmativas, el señor Ortiz incluye la siguiente: “2. [l]as 

distintas reclamaciones que se pretenden ejercer en la 

demanda interpuesta en el presente caso están prescritas 

o les aplica la defensa de incuria (“laches”)”. Igualmente, 

dicha defensa afirmativa formó parte de su Contestación 

la Demanda Enmendada.  

Ahora bien, la Regla 6.2(a) de Procedimiento Civil, 

supra, claramente instituye el requisito que las defensas 

expuestas estén acompañadas de “una relación de los 

hechos demostrativos de que le asisten tales defensas”. 

(Énfasis suplido.) El lenguaje de dicho inciso no apunta 

que se instaurase alguna excepción por lo que, la defensa 

de prescripción, como toda defensa afirmativa, no solo 

deberá expresarse de forma clara, expresa y específica 

sino que deberá plantearse junto a los hechos 

particulares que la sustentan, según el criterio de la 

parte que la alega. En este caso, si bien el señor Ortiz 

alegó la defensa de prescripción, lo hizo de forma general 

y sin hacer referencia a hechos o fechas particulares que 
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explicaran porqué le asistía la referida defensa. Contrario 

a lo que alega el Peticionario, la defensa de la 

prescripción extintiva no se explica por sí misma. El 

escenario fáctico de este caso es un vivo ejemplo de ello 

pues se cursó una misiva a modo de reclamación 

extrajudicial, precisamente con la intención de 

interrumpir el término prescriptivo. Entendemos que, 

como a toda parte demandada, si el señor Ortiz pretendía 

esbozar esta defensa afirmativa, le concernía presentar 

un relato, por breve que fuese, de las fechas y hechos que 

sustentaban su argumento.  

En este caso, pasados más de dos años de litigio e, 

incluso, luego de que presentó su Contestación a la 

Demanda Enmendada, es que el señor Ortiz finalmente 

adujo hechos específicos para sustentar su defensa de 

prescripción. Ciertamente, nuestro ordenamiento 

reconoce la posibilidad de enmendar la alegación 

responsiva para incluir una defensa afirmativa en 

circunstancias en que se demuestre que ello no se debió 

a una falta de diligencia4 de la parte demandada. Si bien 

en este caso el Peticionario reclama que no fue hasta que, 

                                                 
4 “Como se sabe, la prescripción es una defensa afirmativa. Por ello, no se debe 

esperar por años, luego de que se ha entablado un procedimiento judicial, para 

posteriormente sorprender con ella a todos, una vez se acerque la fecha de la 
vista del caso. Regla 6.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 111. Ramos v. 
Trans Oceanic Ins. Co., 103 DPR 298, 300 (1975). Una defensa afirmativa que no 

es presentada a tiempo se considera renunciada, salvo que se demuestre que no 
se le omitió por falta de diligencia, no siendo esto último lo usual. Texaco P.R., 
Inc. u. Díaz, 105 DPR 248, 250 (1976); Epifanio Vidal, Inc. v. Suro, 103 DPR 793, 

794-795 (1975). Si la parte demandada entendía que la prescripción se consumó 

luego de contestarse la demanda, debió haberlo señalado con premura, en la 
primera oportunidad que tuvo para plantearlo, sin esperar a que se agotara el 
descubrimiento de prueba. Epifanio Vidal, Inc. v. Suro, supra, pág. 795”. 

Meléndez v. El Vocero de Puerto Rico, 144 DPR 389, 399 (1997). 
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como parte del descubrimiento de prueba, depuso a la 

Sra. Díaz, que conoció la fecha en que se envió la 

reclamación extrajudicial la realidad es que, de los 

documentos que constan ante nos, no surge que 

presentara dichas alegaciones ante el TPI. Ni en su 

solicitud de sentencia sumaria ni en su posterior Moción 

de Reconsideración hallamos que el señor Ortiz hiciere 

una exposición particular en torno a la razón por la que, 

luego de instada la Demanda original en febrero de 2013, 

no fuese hasta septiembre de 2015 que alegó hechos 

concretos para sostener su defensa de prescripción. 

Tampoco expresó que hubiere solicitado enmendar su 

alegación para incluir la relación de hechos que requiere 

la Regla 6.2 de Procedimiento Civil, supra.  

Somos del criterio que su limitada alegación de la 

defensa de prescripción incumple con lo requerido en 

nuestro ordenamiento. En vista de ello, entendemos que 

el TPI no debió adentrarse a interpretar la aplicación de 

la defensa a este caso pues al ser insuficientemente y y 

no fundamentada, debió entenderse renunciada. Ante 

esa realidad estamos impedidos en Derecho de validar un 

escueto reclamo de la defensa de prescripción, sería que 

precisamente articula un ejercicio que se pretendió 

erradicar con las enmiendas a las Reglas 6.2 y 6.3 de 

Procedimiento Civil, supra, es decir, la presentación de 

defensas de un modo genérico que poco aportan a que el 
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tribunal o la parte demandante conozca la teoría de la 

defensa de la parte demandada. Consideramos que 

favorecer el comportamiento procesal aquí desplegado 

tampoco contribuye a la justa, rápida y efectiva 

disposición de los casos pues no deben las partes 

plantear defensas afirmativas descarnadas para luego 

pretender, sin la debida justificación, añadir en etapas 

posteriores del pleito los fundamentos fácticos de éstas. 

De otro lado, precisa recordar que nuestra revisión 

se da contra el dictamen y no contra sus fundamentos. 

SLG Semidey Vázquez v. ASIFAL, 177 DPR 657, 692-693, 

n. 27 (2009); Vega v. Alicea, 145 DPR 236, 244 (1998). Es 

por ello que, aunque por otros fundamentos, procede 

aquí confirmar la denegatoria de la moción dispositiva 

solicitada por el señor Ortiz.  

V. 

Por los fundamentos aquí expuestos, los cuales se 

hacen formar parte de esta Sentencia, se expide el auto 

de certiorari solicitado y confirmamos el dictamen 

recurrido.  

Notifíquese inmediatamente a todas las partes. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


